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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DESALOJO DE PREDIO OCUPADO IRREGULARMENTE / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXISTENCIA DE OTROS MEDIOS DE DEFENSA ORDINARIOS / INEXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.  De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”. (…)
En relación con procesos policivos de desalojo, la Corte Constitucional ha analizado la actuación de autoridades administrativas y de policía freten a la ocupación de bienes fiscales y de uso público por parte de personas que se han asentado en tales inmuebles. Así en la Sentencia T-544 de 2016, dicha Corporación señaló lo siguiente:

“… en los casos en los que los ocupantes son personas que no cuentan con recursos económicos para acceder a una vivienda, o se trata de sujetos de especial protección constitucional, las órdenes de desalojo que no observen un trato digno y con alternativas para los afectados, constituye una afectación al derecho a la vivienda.

Adicionalmente, la Corte ha explicado que los procedimientos de desalojo sin la observancia de un debido proceso, constituye una violación del principio de confianza legítima, pues la administración no puede repentinamente cambiar unas condiciones que directa o indirectamente afectan a los administrados “sin que se otorgue un periodo razonable de transición o una solución para los problemas derivados de su acción u omisión.” (…)
Para este Tribunal el debate puesto en conocimiento por la parte actora, debe ser resuelto mediante los mecanismos contemplados en el ordenamiento jurídico para tal fin, como lo son los procesos jurisdiccionales y/o administrativos, lo que hace improcedente la acción de tutela por no cumplirse el requisito de la subsidiariedad de la misma, a no ser que se hubiera demostrado que la vía ordinaria para hacer valer sus derechos fundamentales no resultaba eficaz…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de julio de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.657
Hora: 3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por los señores José Humberto Loaiza Valdez y Duperfay Quintero Díaz frente al fallo emitido el 17 de junio de 2019 por el Juzgado 6º Penal Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela que había instaurado en contra de la Sociedad de Activos Especiales –SAE y la Inspección Primera de Policía de Pereira.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó el señor José Humberto Loaiza Valdez que para la fecha del 24 de octubre de 2016 el predio ubicado en la calle 31 bis No. 3b-09 Sector San Camilo de Pereira, se encontraba en abandono, por lo que el señor Loaiza Valdez procedió a limpiarlo en compañía de un trabajador. Igualmente, pagó un “maestro de obra”, que hizo del lugar uno habitable, la suma de siete millones de pesos. Desde entonces el accionante vive en dicho inmueble de manera tranquila, sin obstrucción o molestia por los vecinos o por la misma administración municipal, lo que evidencia ser una posesión y tenencia de forma quieta e ininterrumpida de dicho bien, la cual venía compartiendo por dos años con el señor Duperfay Quintero Díaz.  Sin embargo, el 9 de mayo de 2019, siendo las 2 p.m., llegó a dicha vivienda el señor David Duque, quien se identificó como empleado de la Sociedad de Activos Especiales SAE, en compañía de un empleado de una inmobiliaria que supuestamente maneja los bienes de dicha sociedad radicada en la ciudad de Medellín, quien le explicó que debía firmar un contrato de arrendamiento para continuar en el inmueble, previa declaración extra juicio para que en caso de venta del bien, el actor sería el primer postulante. 
El accionante diligenció los documentos que la SAE le solicitó (contrato civil de obra y la invitación a formalizar y normalizar la continuidad del inmueble, por parte de la SAE) y los envió al correo electrónico crestrepo@saesas.com, quedado pendiente que la entidad le informara el valor del arrendamiento.

El 23 de mayo de 2019 en horas de la mañana, se presentó el Inspector 1º de Policía a la vivienda ocupada por el accionante con el fin de informarle que se presentara a su despacho en horas de la tarde, a lo cual procedió el actor y una vez en la inspección, donde fue interrogado, se le entregó un documento por medio del cual se le dio a conocer que debía desalojar el bien inmueble dentro de las 24 horas siguientes por orden expedida de la SAE, sin que el actor hubiera sido notificado previamente de tal procedimiento o que pudiera tenido tiempo de consultar a un abogado al respecto, lo que consideró una flagrante vulneración a su derecho fundamental al debido proceso, además que no pudo aportar las pruebas del convenio con la SAE y sobre la tenencia del inmueble con ánimo de señor y dueño.
El accionante solicitó: i) revocar la resolución No.014 del 23 de mayo de 2019, proferida por el Inspector Primero de Policía, mediante la cual se ordenó una medida correctiva y se ordena un desalojo; ii) ordenar la nulidad de todo lo actuado dentro del proceso de desalojo solicitado por la SAE S.A.S. ejecutado por la Inspección Primera de Pereira y iii) ordenar el inicio del proceso mediante el cual se le brinden los derechos y garantías en calidad de poseedor y tenedor de buena fe.

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. INSPECTOR DE POLICIA DE LA COMUNA RÍO OTÚN 
Frente a los hechos de la demanda de tutela, confirmó que el accionante está ocupando un predio del cual no es su titular.  En tal virtud, fue citado para audiencia pública donde se le informó que la SAE a través de la Policía Metropolitana haría la demolición del bien inmueble y por lo tanto, se le llamó para que ejerciera su derecho a la defensa, proporcionándole los documentos del expediente respectivo y se le indicó que contaba con dos días para interponer el recurso correspondiente.  Así mismo, se le notificó la resolución No. 14 de mayo 14 de 2019 y se le dio respuesta a un derecho de petición que el actor había presentado. 

Explicó que el accionante ya tenía conocimiento del desalojo del predio cuando fue visitado el 25 de octubre de 2018 por dos arquitectos de la Dirección General del Riesgo, quienes hicieron una inspección con el fin de determinar riesgo de colapso del inmueble por estar expuesto al sol y al agua y no tener las columnas respectivas, pese a tener tejas y una tubería nueva, pero en la parte frontal. 

Manifestó que en octubre de 2016, el Coronel del área metropolitana de Pereira envió un comunicado al Gerente Regional de la SAE informando la situación respecto del inmueble ubicado en la calle 31 No.3B-09 del barrio San Camilo, el cual estaba siendo utilizado por personas residentes de la calle para consumo de sustancias estupefacientes y como consecuencia de ello, la comisión de delitos contravenciones, lesionando gravemente la calidad de vida de sus habitantes.  Al respecto, el Gerente Regional de la SAE mediante el comunicado S-2016-055845 del 23 de junio de 2017, dio consentimiento de demolición del predio aludido.

El 20 de mayo de 2019 la Subsecretaría de Gobierno y Seguridad Ciudadana le había manifestado al Inspector que la SAE solicitó la intervención de la autoridad de policía a efectos de que dispusiera las diligencias que fueran pertinentes para lograr el desalojo del inmueble designado como casa 13 Mz 12 calle 31 3b-09 Urb. San Camilo de Pereira, el cual hace parte del inventario de los bienes administrados por dicha entidad, el que hacía parte de un proceso previo de extinción de dominio por lo cual se dispuso su demolición.  Además, informó sobre el concepto técnico de la Dirección de Control Físico sobre el compromiso estructural de la construcción y por lo tanto, la implicación de riegos para sus ocupantes y la comunidad aledaña.
El 23 de mayo de 2019, el Inspector de Policía envió un correo al Gerente de la SAE manifestándole que debía presentar escrito de querella y garantizar el debido proceso.  Por lo tanto, se fijó fecha para audiencia pública y se indagó sobre la forma como el accionante había ingresado al inmueble sin permiso, sin autorización, sin contrato de arrendamiento, concluyéndose que fue de manera ilegal, siendo una ocupación de hecho, lo que vulneró lo dispuesto en el artículo 77 de la ley 1801 de 2016.

Solicitó que se negaran las pretensiones de la demanda de tutela, ante la ausencia de vulneración de los derechos invocados por el actor (Fls.39-42).

Allegó copia de los documentos a los que hizo referencia en su respuesta (Fls. 43-60).
3.2.  POLICÍA ÁREA METROPOLITANA DE PEREIRA - MEPER
Explicó que en aras de garantizar la tranquila convivencia y seguridad del barrio San Camilo de Pereira, la Policía Metropolitana en ejecución a la estrategia contra el tráfico de estupefacientes en menores cantidades, a través de la seccional de investigación SIJIN, identificó un bien inmueble el cual se hallaba abandonado, según evidencia fotográfica que anexa, el cual venía siendo utilizado por parte de habitantes de calle como punto de encuentro para la venta y consumo de estupefacientes, convirtiendo este sitio en un foco de inseguridad para las personas que habitan por el sector. En se orden de ideas, solicitó mediante comunicación oficial S-2016-027420 MEPER del 26 de mayo 2016 a la SAE la demolición de la mencionada estructura con el propósito de restablecer las condiciones de tranquilidad, seguridad y salubridad del sector.  Posteriormente, mediante oficio S-2016-055485 MEPER DEL 7 octubre de 2016 se reiteró tal solicitud.  Al respecto, la SAE requirió la intervención de la autoridad de policía Inspección Primera con el fin de lograr el desalojo del bien inmueble conforme a las atribuciones y competencias que establecen los artículos 79, 190 y 206 de la Ley 1801 de 2016 dado a que presuntamente el predio estaba siendo ocupado por una persona.

Aclaró que esa autoridad no ha sido parte dentro del procedimiento llevado a cabo por la Inspección Primera de Policía de Pereira para devolver la posesión o tenencia del bien inmueble referido, toda vez que simplemente ha solicitado a quien tiene el legítimo derecho sobre el mismo, o sea a la SAE la demolición de mencionada estructura con el propósito de restablecer las condiciones antes expuestas al sector donde se encuentra ubicado el bien.

Solicitó su desvinculación de la acción de tutela por considerar que no ha vulnerado los derechos que reclaman los accionantes; es decir, por falta de legitimación en la causa por pasiva (Fls. 61 y 62).

Anexó copia de los documentos a los que hizo alusión (Fls. 63-67).

3.3. La Sociedad de Activos Especiales SAE guardó silencio.

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 9 de abril de 2019, el Juzgado 6º Penal del Circuito de la Virginia resolvió negar por improcedente la acción de tutela incoada por los señores José Humberto Loaiza Valdez y Duperfay Quintero Díaz, en contra de la Inspección Primera de Policía de Pereira y de la Sociedad de Activos Especiales SAE SAS al considerar que no se configuro una vía de hecho, ni se vulneró el derecho al debido proceso dentro de la actuación adelantada en el trámite policivo, en el cual el juez de tutela no puede inmiscuirse (Fls. 68-74).
Los accionantes fueron notificados del fallo anterior el 17 de junio de 2019 (Fl. 77).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 19 de junio de 2019, el accionante llegó un escrito en el que insistió que no fue notificado del proceso de desalojo o de una querella con este fin del bien inmueble del cual tiene la posesión por más de 3 años, al que se le hicieron las reparaciones locativas necesarias para garantizar la seguridad de la misma y la de sus residentes, reparación que supera los 7 millones.

Insistió que existe una inconsistencia de la SAE cuando solicita a las autoridades competentes de iniciar el desalojo y por otro lado le envían los documentos para que firme el contrato con intención de arrendamiento.  De tal manera, que esa entidad debe aclarar si el actor es invasor, poseedor de buena o mala fe o es un posible arrendatario.  Y en caso de que se le reconozca la posesión de buena fe, la SAE le manifestó su intención de dárselo en arrendamiento y que será tenido en cuenta para su venta.
Consideró que debió haberse notificado igualmente al señor Duperfay Quintero Díaz, el que también habita en el predio y goza de los mismos derechos que este también, por lo cual debió ser vinculado al proceso policivo.  Reiteró las mismas solicitudes consignadas en el escrito introductorio de la demanda de tutela (Fls. 77-79).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.
6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”. (Subrayas nuestras)
6.6. En relación con procesos policivos de desalojo, la Corte Constitucional ha analizado la actuación de autoridades administrativas y de policía freten a la ocupación de bienes fiscales y de uso público por parte de personas que se han asentado en tales inmuebles. Así en la Sentencia T-544 de 2016, dicha Corporación señaló lo siguiente:
“… en los casos en los que los ocupantes son personas que no cuentan con recursos económicos para acceder a una vivienda, o se trata de sujetos de especial protección constitucional, las órdenes de desalojo que no observen un trato digno y con alternativas para los afectados, constituye una afectación al derecho a la vivienda.
 
Adicionalmente, la Corte ha explicado que los procedimientos de desalojo sin la observancia de un debido proceso, constituye una violación del principio de confianza legítima, pues la administración no puede repentinamente cambiar unas condiciones que directa o indirectamente afectan a los administrados “sin que se otorgue un periodo razonable de transición o una solución para los problemas derivados de su acción u omisión.”
 
4.3. La Corte también ha señalado que los casos de desalojo que tienen que ver con derechos de sujetos de especial protección constitucional o en estado de vulnerabilidad, deben ser resueltos a través del test de proporcionalidad.[34] Dicho test de proporcionalidad está compuesto de cuatro elementos: (i) la existencia de un fin legítimo, (ii) la idoneidad del medio para alcanzar dicho fin, (iii) la necesidad de la medida, y (iv) la proporcionalidad en sentido estricto. En relación con la proporcionalidad en sentido estricto, la Corte ha señalado[35] que se debe considerar: (i)el peso abstracto de los principios en conflicto; (ii) la gravedad de la afectación de los dos grupos de principios en juego y (iii) el grado de certeza de ésta afectación.”
4.5. Específicamente, en relación con el desalojo de personas que ocupan bienes de uso público la Corte ha estudiado varios casos que constituyen precedente para el caso como el que ahora se analiza.[38] Así por ejemplo, en la en la sentencia T-527 de 2011,[39] la Sala Segunda de Revisión de la Corte estudió una acción de tutela instaurada por un grupo de personas que habían habitado un bien de uso público por más de 10 años, y a quienes se les había ordenado el desalojo inmediato. En el caso, la Corte reiteró que en aplicación del principio de confianza legítima, los ocupantes del predio tenían derecho a que se les otorgara un tiempo para que se mitigaran los efectos del desalojo y a que se les ofrecieran alternativas para su reubicación.” 
6.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.7.1. El señor José Humberto Loaiza Valdez reclama la protección de sus derechos fundamentales al derecho al debido proceso, confianza legítima, vida digna e igualdad, toda vez que desde hace 3 años junto con el señor Duperfay Quintero Díaz, vienen ocupando un inmueble ubicado en la calle 31 bis No.3b-09 del barrio San Camilo de Pereira, el cual se encontraba abandonado, pero con las mejoras que se le hicieron por la suma aproximada de siete millones de pesos, no es justo que ahora sea desalojado de dicho predio. 
6.7.2. Analizado el caso concreto, obra en la foliatura una comunicación del 23 de junio de 2017 del Gerente Regional de Occidente de la SAE dirigida al Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira en el que autorizó la demolición de dos predios, uno de ellos el ubicado en la calle 31 No.3B-09 barrio San Camilo, ocupado por los accionantes, con fundamento en que sus moradores estaban utilizándolo para almacenar y comercializar sustancias estupefacientes (Fls. 17-19).  Así mismo, quedó probado que la Alcaldía de Pereira expidió un informe técnico el 24 de noviembre de 2017 sobre el estado de la vivienda antes descrita, en el que se concluyó que esta no presentaba seguridad para los ocupantes y por tanto, se recomendaba su demolición ante el potencial peligro mostrado (Fls. 12-16). Por otro lado, la SAE en el oficio del 9 de mayo de 2019, le informó al accionante que lo invitaba a normalizar la continuidad del bien inmueble objeto de secuestro (Fl. 22). 

6.7.3. Para este Tribunal el debate puesto en conocimiento por la parte actora, debe ser resuelto mediante los mecanismos contemplados en el ordenamiento jurídico para tal fin, como lo son los procesos jurisdiccionales y/o administrativos, lo que hace improcedente la acción de tutela por no cumplirse el requisito de la subsidiariedad de la misma, a no ser que se hubiera demostrado que la vía ordinaria para hacer valer sus derechos fundamentales no resultaba eficaz, según lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando en la Sentencia T-127 de 2014, dijo lo siguiente:

“Respecto del requisito de subsidiariedad reitera la Sala, como ya se expuso, que uno de los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, exige que no existan otros medios de defensa judicial para la protección de los derechos fundamentales cuya lesión se alega, o que existiendo éstos, no sean idóneos o eficaces, o que sea evidente la existencia o amenaza de un perjuicio irremediable para el actor, si la acción de tutela se presenta de manera transitoria.
La Sala insiste en que la acción de tutela fue creada para la protección de los derechos fundamentales vulnerados como un mecanismo subsidiario o excepcional, ya que en un Estado de Derecho existen mecanismos judiciales ordinarios para hacer cumplir la Constitución y la ley. No obstante lo anterior, cuando estos mecanismos resultan ser ineficaces, inexistentes, inadecuados, faltos de idoneidad, o se configura un perjuicio irremediable, la acción tutelar se vuelve procedente adquiriendo un carácter residual, y termina siendo el medio idóneo para defender los derechos violentados.”
.

6.7.4.  Los accionantes solicitaron que se declarara la nulidad de lo actuado dentro del proceso de desalojo solicitado por la SAE y ejecutado por la Inspección Primera de Policía, así mismo, se revocara la Resolución No. 14 del 23 de mayo de 2019, por medio de la cual se ordenó al señor José Humberto Loaiza Valdez el desalojo y entrega inmediata del inmueble ubicado en la calle 31 No.3 b-09.  Sin embargo, para atacar los actos proferidos por la administración, los actores tienen a su alcance otros medios de defensa judicial como la posibilidad de demandar ante la jurisdicción contenciosa administrativa la resolución que contiene las decisiones censuradas, y en el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento o de simple nulidad, se podrá solicitar la suspensión provisional de los actos que considere violatorios a sus derechos fundamentales, trámites que se encuentran establecidos en la Ley 1437 de 2011. Frente a medios de defensa que resultan idóneos, la jurisprudencia constitucional ha reiterado lo siguiente: 

“En términos normativos y de la jurisprudencia, la acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones creadas por actos u omisiones que impliquen vulneración o amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces, para lograr la protección del derecho presuntamente amenazado.

“Tal como lo reconoció el juez de primera instancia, en el presente asunto nos encontramos frente a unos actos administrativos, amparados por la presunción de legalidad y al existir desacuerdo con los mismos, la preceptiva contenciosa vigente tiene previsto los mecanismos y los jueces competentes para que tales actos, si así se ameritare, sean retirados del ordenamiento jurídico. Por lo tanto, si la legalidad de los actos acusados no ha sido cuestionada ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, no es la tutela el medio establecido para reclamar pretensiones que contra tal normatividad pudieren surgir.

“De otro lado, en el presente asunto no se configura el perjuicio irremediable, porque de promoverse la correspondiente acción ante la jurisdicción contencioso administrativa, el peticionario podría obtener la suspensión provisional de los actos censurados sin perjuicio de la eventual nulidad. De tal forma, resulta improcedente conceder el amparo, al haberse podido acudir a otro mecanismo de defensa judicial considerado eficaz para reclamar ante la jurisdicción especializada, como lo ha reiterado esta corporación: 

““... la suspensión provisional resulta ser un trámite pronto y por lo mismo no menos eficaz que la vía de la tutela, sin que sea dable compartir los criterios expuestos a lo largo del líbelo, en el sentido de admitir la viabilidad de la tutela y su mayor eficacia, por razones de tiempo, frente a la demora de los procesos ordinarios, pues ello daría lugar a la extinción de estos, si se pudiere escoger alternativamente y por esa circunstancia, entre el juez de tutela y el juez ordinario para la definición apremiante de los derechos reclamados, lo que desde luego desnaturaliza la verdadera finalidad constitucional encaminada a la protección de los mismos, previo el cumplimiento de los presupuestos requeridos”
.

6.7.5.  Aunado a lo anterior, la Sala no encuentra que la actuación de las autoridades demandadas amenacen o lesionen las garantías invocadas por lo accionantes, al menos al momento de promoverse la acción constitucional, en el oficio del 9 de mayo de 2019 a través del cual la SAE le informó al señor Loaiza Valdez que lo invitaba a normalizar su continuidad en el bien inmueble objeto de secuestro, también se le advirtió que la SAE se reservaba el derecho de legalizar la permanencia a través de la suscripción de un contrato de arrendamiento, lo que no se traduce en que se hubiera fijado de antemano un valor específico, entre otras cosas, porque ningún contrato se celebró (Fl. 22). 

6.7.6.  En tal virtud, en este asunto específico la tutela no es el mecanismo ideal para resolver las controversias suscitadas por los actores, por existir otro medio judicial conducente a satisfacer sus peticiones ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.  Y si bien es cierto que existe la posibilidad que el juez constitucional intervenga aunque existan otras vías para salvaguardar las garantías reclamadas, también lo es que tal eventualidad solo se da en términos de idoneidad y eficacia, frente a cada situación particular de quien invoca el amparo, como quiera que una interpretación restrictiva del principio de subsidiariedad, llevaría a la vulneración de derechos fundamentales, si con el ejercicio de los dichos mecanismos no se logra la protección efectiva de los derechos conculcados. Sin embargo, los accionantes, no presentaron elementos materiales probatorios que permitieran inferir la proximidad de un daño grave e irreparable a sus prerrogativas constitucionales y así su salvaguarda procediera de manera transitoria. 

6.7.7.  Así las cosas, la Sala reitera que el artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, y en este asunto específico no se colige un daño de tal magnitud para que se emita una medida urgente que conjure tal circunstancia. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-225/93, dijo lo siguiente:
“[e]n primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder.  Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.
 
En ese orden de ideas, se dará aplicación a lo previsto en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que consagra que la acción de tutela no procederá ante la existencia de otros medios judiciales.  Por las razones ahora analizadas, se confirmará la sentencia de primer grado.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida al fallo emitido el 17 de junio de 2019 por el Juzgado 6º Penal Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por los señores José Humberto Loaiza Valdez y Duperfay Quintero Día en contra de la Sociedad de Activos Especiales –SAE y la Inspección Primera de Policía de Pereira y vinculada la Policía Metropolitana de Pereira.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-047 de 2013 


� Ver Sentencia T-533 de 1998


� Sentencia T-1316/01 (MP. Rodrigo Uprimny Yepes).  En esta sentencia se estudia si es procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, teniendo en cuenta que el accionante había presentado una demanda ante la jurisdicción contencioso administrativa, solicitando el incremento de su mesada pensional.
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